	Fecha
	12 de mayo de 1969
	Sesión número
	22

	Motivo: Amparo

	Recurrente: RICHARD ATKIN FARLEY

	Recurrido: JUNTA AUXILIAR DE CAMINOS VECINALES DE PUERTO JIMÉNEZ / LA JUNTA CANTONAL DE GOLFITO / MUNICIPALIDAD DE GOLFITO / MINISTRO DE TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que es dueño de una finca sita en Puerto Jiménez. Que la Junta Auxiliar de Caminos Vecinales intenta abrir un camino violando su propiedad, sin trámite, notificación ni permiso, sin expropiación ni mandamiento judicial de Tribunal. Que al tratar de impedir la violación a su propiedad resultó detenido en la cárcel de este centro. Alega violación del artículo 45 de la Constitución Política. 

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que vecinos de Puerto Jiménez se organizaron para dotar a esos lugares de varias vías de comunicación, como es el caso del camino ente Puerto Jiménez-Río Tigre y Rincón de Osa. Que los representantes solicitaron colaboración del Ministerio, que se materializó por el envío de un tractor propiedad del Ministerio, en el entendido de que los aspectos propios del derecho de vía, serían canalizados de conformidad con la Ley número 1851 de 28 de febrero de 1955 Ley General de Caminos.  Que las responsabilidades legales del Ministerio son únicamente las relacionadas con la operación del tractor y con la asistencia técnica de las obras.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. El inmueble fue adquirido originalmente por el señor HJM en virtud de denuncio adjudicado por ley de 2 de agosto de 1907, con la obligación de permitir la entrada y salida de los baldíos limítrofes interiores, y reservándose el Estado en su medida para caminos el dos por ciento, gravamen legal que autoriza al Estado y a sus demás entidades encargadas de abrir y mejorar los caminos públicos, a tomar la faja necesaria para ello.  Los Magistrados Soto y el suplente Vargas Fernández, declaran con lugar el recurso de Amparo.


N° 22
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día doce de mayo de mil novecientos sesenta y nueve, con asistencia de los señores Magistrados Quirós, Presidente; Calzada, Coto, Jacobo, Jiménez, Fernández, Soto, Sanabria, Jugo, Valverde, Trejos, Odio y Porter y de los suplentes Solano Chacón y Vargas Fernández.
Artículo V
Se trajo a estudio y resolución el recurso de Amparo establecido por Richard Atkin Farley, primeramente contra la Junta Auxiliar de Caminos Vecinales de Puerto Jiménez, la Junta Cantonal de Golfito y la Municipalidad de Golfito, y luego enderezado también contra el señor Ministro de Transportes, Ingeniero José Joaquín Rodríguez Calvo, con base en las siguientes razones: “Como lo demuestro con la certificación fotocopia del Registro Público de la Propiedad, soy dueño de la finca inscrita Tomo 990, folio 424, número 5105, asiento 2.  Es el caso que la Junta Auxiliar de Caminos vecinales formada por don Andrés Serru Castillo, Antonio León Apuis y otros de Puerto Jiménez la cual es apéndice de la Junta Cantonal de Caminos de Golfito, integrada por don José Manuel Víquez Calderón, don Agustín Mora Méndez y otros la cual es apéndice de la Municipalidad del Cantón que es Gobierno local, sin trámites de ninguna especie y violando la Constitución Política intentan abrirme un camino violando lo que legítimamente me pertenece sin permiso alguno de mi parte, sin expropiación que así lo ordene, sin mandamiento judicial de Tribunal alguno, sino a manu militari, al extremo que al tratar yo de impedir la violación a mi propiedad incluso me encuentro detenido en la cárcel de este centro.  Por todo lo aquí expresado y con apoyo en la Ley 1161 de 2 de junio de 1950 vengo a establecer el correspondiente Recurso de Amparo contra el señor Presidente de la Municipalidad de este Cantón señor Baudilio Hidalgo Castro. Contra el señor José Manuel Víquez Calderón, contra el señor Andrés Serrú Castillo, todos mayores soltero primero y último, casado el segundo para que en sentencia se acoja el presente recurso se cese de inmediato en los trabajos que proyectan realizar y se condenen a las Entidades que ellos representan a la sanción correspondiente y al pago de ambas costas.-  Fundamento esta gestión en la Ley por mi precitada y señalando con prioridad el artículo 45, rogando al señor Juez por Ministerio de ley darle la prioridad correspondiente al artículo 7.  Solicito se solicite el informe inmediato dándole prioridad al presente recurso de conformidad con el artículo 11 de la ley por mí precitada y acogerlo en su oportunidad de conformidad con el artículo 15 misma ley, caso de necesidad y que su Autoridad lo estime conveniente solicito hacerse presente en el lugar de los hechos para demostrar la violación a la propiedad de mi exclusiva pertenencia.  Quiero hacer notar que no he sido notificado por persona o entidad alguna en relación con el agravio y atropello que en contra de mis bienes se está llevando a efecto y aclaro que distinto será si los personeros e interesados acogiendo a la ley de caminos respecto a la propiedad privada formulan con el suscrito, ya que como lo he expresado el acto que estoy reclamando es de carácter positivo.  Pido se llenen todas y cada una de las obligaciones que impone la ley al respecto dándole prioridad de inmediato a la presente gestión y llenando todos y cada uno de los requisitos que la ley por mi expresamente citada contiene.  Notificaciones con el autenticante  en oficina de Jorge Mora en este centro”.-

Por resolución de esta Corte, dictada a las diez horas del quince de marzo recién pasado, se previno al recurrente indicar las normas constitucionales que considera violadas, quien, por la vía telegráfica, manifestó lo siguiente:


“En razón de la distancia me valgo de este medio para contestar auto de las diez horas del quince de marzo en curso, notificado en la oficina señalada el diecisiete el mismo, las normas constitucionales violadas por organización y señor Ministro de Transportes son las siguientes: Artículo 45 de la Constitución Política, la propiedad es inviolable, a nadie puede privarse de la suya sino es interés público legalmente comprobado previa indemnización conforme a la ley, etc.  El suscrito ni siquiera fue tomado en cuanta para con un tractor abrirle un camino en su propiedad debidamente inscrita sin mandato de entidad ni Tribunal alguno, como es costumbre y como está demostrado dentro del juicio con fórmulas que aporte para ilustración de ese alto Tribunal. Además existe violación a la Constitución Política en su artículo 49 en nombre de la Justicia y del derecho como con propósitos de lucro sino de respeto.  Muy respetuosamente confío en el más alto Tribunal de la República que los derechos de propiedad sean respetados, ya que esta es inviolable, dejo contestado el auto y oigo notificaciones en la Oficina señalada.”

El señor Ministro de Transportes, Ingeniero José Joaquín Rodríguez Calvo, contestó en recurso de Amparo mencionado, con los siguientes términos: “Honorable Corte Suprema de Justicia. Yo, José Joaquín Rodríguez Calvo, mayor, casado, Ingeniero Civil, vecino  de San José, cédula de identidad número 1-125-290, Ministro de Transportes según consta en Decreto Ejecutivo número 1 de 8 de mayo de 1966, publicado en el Diario Oficial La Gaceta del mismo día y año, cumplimentando la audiencia conferida por este Tribunal en oficio número 60 de 20 de marzo de este año, y recibido por el Despacho a las 9 horas y siete minutos de las mañana de hoy, a esa Honorable Corte me presento a informar:


1) Vecinos de Puerto Jiménez, distrito segundo del cantón de Golfito se han organizado para dotar a esos lugares de varias vías de comunicación y a la vez, ampliar y rectificar algunas existentes.  El caso del camino ente Puerto Jiménez-Río Tigre y Rincón de Osa es uno de ellos.  Para planificar y ejecutar los referidos trabajos fue constituida una organización comunal compuesta por las siguientes agrupaciones:
Comité Pro-Desarrollo de Puerto Jiménez

Junta Auxiliar de Caminos de Puerto Jiménez

Municipalidad de Golfito

Cuerpo de Paz


Representantes de estas entidades se presentaron a este Ministerio en demanda de colaboración.  Esta fue materializada por el envío de un tractor propiedad del Ministerio asignado a la Zona 4 de San Isidro del General, y por Asistencia técnica a través del Ingeniero destacado en ese lugar.


Asimismo, requerido que fue el Ministerio para que autorizara esos trabajos, lo hizo en efecto, pero en el entendido de que cualquier problema de orden técnico debería ser consultado al Ministerio a través del Ingeniero, y los aspectos propios del derecho de vía, canalizados de conformidad con las leyes vigentes en forma específica, por lo dicho en el texto de la Ley número 1851 de 28 de febrero de 1955 Ley General de Caminos.  Para esto último se les brindó la colaboración del Departamento Legal de Vialidad del Ministerio.

Así pues queda bien claro lo siguiente:

a) Las responsabilidades legales del Ministerio son únicamente las relacionadas con la operación del tractor y con la asistencia técnica de las obras.
b) La orden o autorización que extendió el Ministerio para que se iniciaran los trabajos, se hizo en el entendido de que se procediera de conformidad con la ley, en forma especial por lo señalado en la Ley General de Caminos Públicos dicha.  

Concordante con lo anteriormente dicho es la comunicación que le dirigiera el Director General de Vialidad al Juez de Golfito que a la letra dice:


“…San José, 11 de marzo de 1969. Lic. Juan Quinteros. Juez Penal de Golfito. Referente su telegrama del 6 permítome indicarle con fecha 5 de marzo dimos contestación al previo, en términos que siguen: “Referente a su atento telegrama me permito comunicarle que efectivamente este Ministerio ordenó apertura de caminos entre Puerto Jiménez-Río Tigre y Rincón de Osa dentro del marco legal…”

c) Que las entidades que están ejecutando la obra, en forma correcta y dentro de los cánones legales según se nos ha informado, lo son la Junta Auxiliar de Caminos, Municipalidad y Comité Pro-Desarrollo de Puerto Jiménez y el Cuerpo de Paz.

Aclaro debidamente nuestra intervención en el presente asunto, el Despacho a mi cargo se compromete, para mejor ilustración de los señores Magistrados de la Corte a lo siguiente:

1) Realizar una inspección ocular al lugar para constatar en el terreno en qué consiste la irregularidad y por quienes fue cometida, caso de que así hubiera ocurrido, notificándolo a la Corte de inmediato.

2) Desautorizar una vez más si fuere conducente cualquier acto contrario a las leyes con ocasión de la ejecución de los referidos trabajos, siempre y cuando estén dentro de nuestra jurisdicción.

3) Ampliar si fuere de mérito, la presente información a la Honorable Corte para aclarar debidamente los hechos que se dice, ocurrieron en Puerto Jiménez de Golfito.

Todo ello se justifica por a) la distancia enorme que separa a este Despacho del lugar donde se dice ocurrieron los hechos b) por no tener esos trabajos bajo nuestra vigilancia y responsabilidad directa y c) por lo angustioso del término para informar.”


Previa la deliberación del caso, se acordó, por mayoría, declarar sin lugar el presente recurso de Amparo, con base en las siguientes razones:


Estudiados los informes rendidos tanto por el Señor Ministro de Transportes como por los demás demandados y con vista de la certificación de los asiento del Registro Público de la Propiedad correspondientes a la finca inscrita al tomo 990, folio 424, número 5105, asiento 2, de que hoy es dueño el quejoso, en donde consta que el inmueble, que era baldío, fue adquirido originalmente por el señor Henry John Mariks Stone en 1927, en virtud de denuncio ante el Juez Primero de lo Contencioso Administrativo de la República aplicando gracias Municipales, habiéndosele adjudicado por ley de 2 de agosto de 1907 con la obligación de permitir la entrada y salida de los baldíos limítrofes interiores y reservándose el Estado en su medida para caminos el dos por ciento, se llega a la conclusión de que en el presente caso no se ha producido en contra del señor Richard Atkin Farley ninguna de las violaciones constitucionales que él apunta, pues el gravamen legal que soporta su finca autoriza al Estado, y a sus demás entidades encargadas de abrir y mejorar los caminos públicos, a tomar la faja necesaria para ello.  Además, en su caso, el quejoso no ha demostrado que la faja de terreno dedicada al camino exceda el porcentaje mencionado.

Se pronunciaron en esta forma los Magistrados Quirós, Calzada, Coto, Jacobo, Jiménez, Fernández, Sanabria, Jugo, Valverde, Trejos, Odio, Porter y el suplente Solano.


Los Magistrados Soto y el suplente Vargas Fernández, declaran con lugar el recurso de Amparo que se examina, en la siguiente forma:


No estimamos los suscritos convenientes, para el resguardo del principio de la inviolabilidad de la propiedad que consagra el artículo 45 de nuestra Carta Fundamental, admitir que el Estado, sin ninguna diligencia o procedimiento previo, que implique notificación al propietario, tome posesión para los fines consiguientes, del tanto por ciento que a su favor, establece la ley de 2 de Agosto de 1907, sobre las fincas adjudicadas a particulares, al amparo de dicha ley.  Dar por ajustado a normas legales un procedimiento así, es mantener en condiciones de inseguridad e intranquilidad, el goce del derecho de propiedad que dicho canon constitucional consagra y que una ley ha otorgado, ya que con ese procedimiento, ese principio tan defendido por los sistemas democráticos de gobierno, puede quedar en nada, por actos violentos e inesperados de personeros del propio Estado.  En el caso que se examina, no consta en todo el expediente, que el propietario de la finca número 5105 fuera notificado y advertido del uso por parte del Estado del porcentaje que la citada ley de 2 de Agosto de 1907 le concede, porcentaje que de hecho no está determinado, y que se hecho, también ha estado bajo la tenencia y posesión del propietario señor Richard Atkin Farley y de su anterior transmitente.  En esas razones sustentamos el criterio de que el recurso de amparo debe declararse con lugar.
